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Rasgos generales

La vida politica y la actividad institucional de la Comunidad auténoma de
Canarias ha estado fuertemente influida en 1996 por los cambios politicos que
tienen lugar en el nivel estatal: elecciones generales, alternancia politica y consti-
tucidn del nuevo Gobierno popular con el apoyo externo de los nacionalismos
periféricos. También, evidentemente, por la remodelacién del Gobierno auténo-
mo tras la entrada en el mismo del Partido Popular que desde las elecciones auto-
némicas del afio anterior prestaba su apoyo externo a un gobierno minoritario
de Coalicién Canaria. Estas circunstancia se reflejan, como es 16gico, en la acti-
vidad parlamentaria y, asimismo, en determinados aspectos de la accién de
gobierno.

La actividad legislativa es mis bien discreta, en contraste con la actividad par-
lamentaria de control e impulso politico que tiene oportunidad de expresarse a
través de los medios ordinarios o mis habituales —comparecencias, interpelacio-
nes, preguntas y proposiciones no de ley- y, ademis, en los debates que se sus-
citan como consecuencia de la nueva composicién politica del Gobierno y, mas
tarde, en el debate sobre el estado de la regién. ‘

En el plano de la actividad gubernativa ~junto a las redefiniciones o ajustes de
la linea programitica al pasar del monocolor a la coalicién— cobra especial
importancia%a participacion en el pacto politico nacional en el que se sustenta el
Gobierno del Partido popular, por sus naturales incidencias en ciertos temas vin-
culados a decisiones estatales o en las que la mediacién estatal resulta fundamen-
tal. En este sentido se orientan principalmente las gestiones que se realizan sobre
la financiacién de las infraestructuras y el plan integral de empleo, como cues-
tiones en las que se hace especial énfasis. También se recaba el apoyo que de las
instancias estatales en relacién de ciertos temas —objeciones eurocomunitarias al
régimen econémico-fiscal (REF) y a la zona especial de Canarias (ZEC) previs-
taen la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificacién del Régimen econémico-fis-
cal de Canarias; “estatuto permanente” de Canarias en la Unién Europea- para
los que se quiere superar incertidumbres o bien aprovechar las reformas en curso
del Tratado de la Unién para plasmar en el nivel normativo primario el asegura-
miento de la permanencia cFel trato diferenciado que hoy viene recibiendo
Canarias.

El afio 96 finaliza en la Comunidad canaria con la aprobacién por las Cortes
Generales y la inmediata entrada en vigor de la importante reforma gel Estatuto de
autonomia que se venia gestando desde hacia cinco afios. Es, sin duda, el aconteci-
miento de mayor relieve politico-institucional del periodo que ahora resefiamos.
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La reforma del Estatuto de autonomfia

Mediante la Ley orginica 4/1996, de 30 de diciembre (B.O.E. n° 315 del
dia 31) se lleva finaznente a cabo la reforma del Estatuto de Canarias. Los traba-
jos preparatorios se iniciaron a finales de 1991, aunque habria que esperar hasta
finales de 1994 para la elevacién a las Cortes Generales la correspondiente
Propuesta. Nota distintiva de ésta es la voluntad de consenso que finalmente se
plasma en su aprobacién con los votos favorables de todos cios grupos de la
Cimara, con la tinica y notoria excepcién de las innovaciones relativas a las elec-
ciones autonémicas, materia que sél% conté con los votos de Coalicién Canaria,
mayoria que sustentaba al Gobierno de entonces.

Se trata de la primera reforma que se lleva a cabo del Estatuto de Canarias y
la mds amplia -junto con la que simultineamente se ha realizado del Estatuto de
Aragén—de las modificaciones realizadas hasta la fecha en los Estatutos de auto-
nomia. En mayor o menor medida, todos los titulos de la Norma fundamental
autonémica han experimentado algtin cambio. Estos, como puede verse a conti-
nuacién, son de muy diversa naturaleza: en unos casos son meros retoques o
correcciones técnicas; pero la mayoria de ellos tienen innegable trascendencia
politica.

De las modificaciones del Titulo preliminar destaca la definicién de Canarias
como nacionalidad, utilizando al efecto la f6rmula empleada por el Estatuto de
Andalucia. Se trata, evidentemente, de una innovacién de caricter politico-sim-
bélico, pero que puede revestir importante significacién politica. A partir de
ahora, Canarias pasa a formar parte del grupo de las Comunidades de base nacio-
nalitaria que, con Aragén y las cuatro inicialmente consideradas como tales, son
ya seis. Como se sabe, la Constitucién —atin cuando reconozca y excepcione del
régimen autonémico comin determinadas peculiaridades de algunas
Comunidades— no anuda expresamente consecuencias discriminatorias a favor
de las Nacionalidades respecto de las Regiones que han alcanzado el pleno des-
pliegue de las potencialidades constitucionales. Pero ello no impide que en el
debate politico aparezca recurrentemente el afin singularizador como funda-
mento j,e pretensiones heterogeneizantes que acentiien la dimensién asimétrica
del Estado autonémico en favor de una o de varias Comunidades. En este senti-
do, la nueva caracterizacién estatutaria de Canarias refuerza las singularidades de
fundamento constitucional-estatutario propias de nuestra Comunidad, de espe-
cial relieve, como bien se sabe, en el terreno econémico-fiscal. Pero no sélo en
él, segin pone de manifiesto, por ejemplo, los reflejos de la insularidad en el
Titulo VIII de la Constitucién.

Sin embargo, la extensién de la consideracién de nacionalidades mis alld de
las cuatro Comunidades que accedieron al autogobierno por alguno de los pro-
cedimientos previstos en el articulo 151 de la Constitucién, puede inducir —en
unién, evidentemente, de otros factores de gran relieve actualmente en la escena
politica nacional- a que las denominadas nacionalidades histéricas acentiden sus
pretensiones orientagas al pleno reconocimiento de su condicién de Naciones en
el sentido politico moderno del concepto —que excluye la necesidad, en otros
tiempos ineludible, de reivindicar un Estado propio—. Todo ello, con las consi-
guientes consecuencias diferenciadoras en una linea de demarcacién que, en tal
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caso, no estaria ya en la dicotomfa nacionalidades / regiones, sino en la que sepa-
raria de ambas a unas naciones propiamente tales —en el sentido indicado- y, por
tanto, no reconducibles al émbito en el que quedarian circunscritas las mencio-
nadas nacionalidades y regiones.

De menor trascendencia, aunque no por eso exentas de significacién politico-
institucional, es la reserva legislativa que se establece al remitir la regulacién y
desarrollo de la previsin estatuaria sobre la capitalidad compartida a una ley del
Parlamento autonémico. En la actualidad se halla en tramitacién una Ley de
sedes con la que se pretende regular esta materia y, con ello, contribuir a sosegar
recientes brotes del tema recurrente de los desequilibrios interinsulares.

La inclusién entre los principios rectores de la politica autondmica de la defen-
sa de la naturaleza y la proteccién del medio ambiente debe entenderse como
expresion de un propésito de estar en sintonia con el signo de los tiempos.

Se incorpora también al Titulo preliminar un nuevo articulo relativo al reco-
nocimiento de la personalidad de origen de las comunidades canarias estableci-
das fuera del territorio de la de la Comunidad auténoma del mismo tenor que la
disposicién contenida en el articulo 7.1 del Estatuto de Galicia.

Las modificaciones introducidas en el Titulo primero sobre las instituciones
de la Comunidad autdnoma afectan a trece de sus veintidés articulos. Los cam-
bios conciernen al Parlamento, al Gobierno auténomo, al gobierno y la admi-
nistracién insular y a la administracién de justicia (sobre la que también se pro-
yectan algunas re?c;rmas en la limitada medida en que esta materia puede verse
afectada por las regulaciones estatutarias).

Las reformas relativas al Parlamento se refieren, en primer lugar, a las barre-
ras electorales: la prohibicién de tener en cuenta a los ef}::ctos de la asignacién de
los escafios las listas de partido o coalicién que no hubiesen obtenido al menos
el tres por ciento de los votos vilidamente emitidos en la Regién o el veinte por
ciento en la respectiva circunscripcién electoral se eleva ahora (véase la nueva
disposicién transitoria primera) aY seis y al treinta por ciento, respectivamente.
Con el afiadido de tenerse siempre en cuenta, a dichos efectos, la lista de partido
o coalicién que hubiese obtenido el mayor nimero de escafios en su respectiva
circunscripcién, Asimismo se prevé la creacién en la Cimara autonémica de una
Comisién General de Cabildos insulares, hasta ahora inexistente, como vehiculo
de participacién en la actividad parlamentaria con funciones consultivas e infor-
mativas, que, en cierto modo, recuerda la Comisién General de las Comunidades
Auténomas en el Senado. Por otra parte, se suprime la exigencia de mayoria
absoluta en la eleccién del Presidente y demis miembros de la Mesa del
Parlamento. Se remite a la ley autonémica la regulacién de las cuestiones atinen-
tes al régimen autonémico J:: los senadores designados por la Cdmara de entre
sus miembros, estableciéndose la incompatibilidgad de este mandato senatorial
con el de parlamentario autonémico al que se ha de renunciar de aceptarse
tal designacién. Finalmente, se sustituye la remisién a “las leyes del Estado” por
la mis genérica a “las leyes” respecto de la asignacién de nuevas funciones al
Parlamento.

En relacién con el Gobierno y la Administracién auntondmica, las modifica-
ciones conciernen a las siguientes aspectos: a) se elimina la referencia a la dura-
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cién de cuatro afios del mandato del Presidente del mismo, en congruencia con
lo que en otros preceptos se regula respecto del establecimiento y cese de la rela-
cién fiduciaria inherente al caricter parlamentario de la forma de gobierno; b) se
regula estatutariamente la cuestién dpe confianza, subsanindose una omisién que
hacia que hasta ahora aquella se rigiese por lo que al respecto previene el articu-
lo 145 del Reglamento ge la Cimara; c) se incluye “la atencidn al hecho insular”
como uno de los principios que habrén de tenerse en cuenta en la configuracién
de la Administracién publica canaria —junto con los de eficacia, economia y
midxima proximidad a los ciudadanos, que ya figuraban en el Estatuto—; d) en
relacién también con la Administracién autonémica se incorpora una referencia
a la encomienda como técnica de ejercicio de funciones autonémicas por los
Cabildos insulares y los Ayuntamientos. Finalmente se elimina un precepto que,
con dudosa correccién técnica, figuraba en el anterior articulo 21.3 rerativo al
ejercicio de funciones autonémicas “por delegacién, a través de érganos depen-
dientes del Gobierno canario”. '

Respecto de las instituciones de autogobierno de expresa prevision estatutaria,
se incorporan algunas significativas modificaciones. El Diputado del Comiin o
Defensor del pueblo autonémico se convierte en institucién de autogobierno de
caricter necesario, no potestativo como hasta ahora, al desaparecer del Estatuto
la previsién de su creacién como posibilidad a decidir por el Parlamento auté-
nomo. Sus funciones de supervision dejan de estar referidas sélo a la Admi-
nistracién autonémica contemplindose mds genéricamente como objeto de la
misma las actividades de las Administraciones piiblicas de Canarias. Su regula-
cién queda remitida a una ley especifica con omisién de la referencia hasta ahora
vigente a la Ley orgdnica del Defensor del pueblo. Se prevé la coordinacién con
este dltimo, y se incluye en el Estatuto la mayoria de los tres quintos de la
Cimara requerida para su eleccién.

Modificaciones anilogas experimenta el Consejo Consultivo cuya existencia
deja de depender de la libre decisién del Parlamento al figurar ahora como una
previsién estatutaria no condicionada como antes a la decisién parlamentaria. En
consonancia con ello, se sustituye la referencia a “su ley de creacién” por “su ley
reguladora”. La reforma estatutaria, ademis, incluye la expresa mencién de la
Constitucién como parimetro —junto con el Estatuto- de sus actuaciones y, asi-
mismo, se reserva a la ley la regulacién de su imparcialidad, independencia, fun-
cionamiento y estatuto de sus miembros.

La Audiencia de Cuentas —hasta ahora institucién de autogobierno de funda-
mento estatutario genérico (es decir, creada por el Parlamento auténomo con
fundamento en las competencias de la Comunidad canaria en materia de organi-
zacién de sus instituciones de autogobierno, al no figurar en las previsiones orga-
nizativas estatutarias)— adquiere con la reforma rango estatutario. Se incluye en
la Norma institucional bdsica su previsidn, la definicién de sus funciones,
el d4mbito subjetivo de éstas, y sus relaciones con el Tribunal de Cuentas,
quedando reservada a la ley autondmica la regulacién de su organizacién y fun-
cionamiento.

Se incluye también entre las instituciones estatutaria de autogobierno un
Consejo Econdmico y Social. Hasta ahora existia un Consejo asi denominado que
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habia sido creado por ley en 1990 -ley a su vez modificada en 1992- en base a las
competencias estatutariamente atribuidas al Gobierno de Canarias para la “pla-
nificacién de la politica regional y la coordinacién de la politica econémica insu-
lar con la regional, teniem?o en cuenta las necesidades de cada isla”. La previsién
estatutaria de su existencia, composicién, funciones y otros aspectos del mismo
quedan reservados al correspondiente desarrollo legislativo.

Sobre el régimen autonémico de los Cabildos insulares, la reforma estatutaria
incluye importantes modificaciones tendentes a mejorar sus conexiones con
el nivel autonémico de gobierno y, asimismo, remarcar con nitidez la diferente
naturaleza del ente territorial, la Isla y el Cabildo, su érgano de gobierno, ad-
ministracién y representacidn. En el primer sentido, se explicita la consideracién
de dichos Cagildos como instituciones de la Comunidad, condicién que aparece
como sobrepuesta a la que para los mismos regula la ordenacién (?el régimen
local. En este sentido, las principales modificaciones que introduce la reforma
son las siguientes: a) las IsE\s —en lugar de los Cabildos— gozan de “autonomia
plena” para “el ejercicio [sic} de los intereses propios” y de “autonomia para el
ejercicio de las competencias que se les atribuyan ...”; b) se asigna a los Cabildos
la condicién de 6rganos de representacién de cada Isla ~ademais de la de 6rganos
de gobierno y administracién que ya ostentaban—; c) se reserva la regulacién de
su organizacién y funcionamiento a una ley autonémica aprobada por mayoria
absoluta de la Cimara; d) se atribuye a las Islas —no a los Cabildos, como ﬁasta
ahora— el ejercicio de las funciones que les son reconocidas como propias, de las
que se les transfieran y deleguen, etc. Ademis, en cuanto “instituciones de la
Comunidad”, los Cabildos asumen en cada Isla la representacién ordinaria del
Gobierno y de las Administracién autonémica —antes asumida tan sélo de la
Administracién, no del Gobierno—, ejecutando, ademds en su nombre “cualquier
competencia que ésta, es decir, la Administracién autonémica, no ejerza a través
de 6rganos administrativos propios”; y d) se remiten estas cuestiones a los tér-
minos que establezca la ley, y no las leyes, como antes se decia.

El significado politico-institucional que haya de atribuirse a la explicitacién
de la condicién de “instituciones de la Comunidad” que se predica de los Ca-
bildos requiere alguna aclaracién. Hasta ahora esa congicién resultaba implicita-
mente de su inclusién en la ribrica del Titulo primero relativo a las instituciones
de la Comunidad bajo la que se albergaba una Seccién tercera que rezaba “Del
gobierno de los territorios insulares”. La reforma ha querido remarcar esa con-
dicién con propésitos de acentuacién de la integracién autonémica de las
Corporaciones insulares. Sin embargo, se ha de observar que subsiste la ambigua
utilizacién del término “institucién” por parte del Estatuto, como lo prueba que
se siga incluyendo como Seccién cuarta del mencionado Titulo primero la
Administracién de justicia que, manifiestamente, es parte del aparato institucio-
nal del Estado central o general, sin perjuicio de que las Comunidades auténo-
mas —entre ellas la canaria— tengan la limitada colaboracién que en el Estatuto se
recoge. Y, ademis, que el cuidado que pone el legislador de la reforma ~como por
otra parte no podia dejar de hacer- al limitar al mbito consultivo e informativo
la participacién parlamentaria de los Cabildos es buena prueba de la imposibili-
dad de confundir organizativamente entes territoriales representativos dotados
de propia personalidad y organizacién como son, respectivamente la
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Comunidad y las Islas. Ir mds alld —es decir, pretender rebasar los limites de la
colaboracién funcional en pos de una imposible integracién orginica- no sélo
excederia de los limites de toda racionalidad juridica, sino que supondria una
conculcacién manifiesta de las previsiones constitucionales sobre los niveles
organizativos territorial y local, tal como aparecen prefigurados en la Norma
fundamental.

En materia de participacién autonémica en la Administracién de justicia, la
reforma incluye dos tipos de modificaciones. Por una parte, ciertos retoques de
carécter técnico en los correspondientes preceptos estatutarios, suprimiéndose
las referencias al Tribunal Supremo en relacién con los “conflictos de competen-
cias” entre los tribunales de Canarias y los del resto de Espafia, a las competencias
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias para resolver cuestiones de compe-
tencia entre 6rganos judiciales de Canarias y conflictos de atribuciones entre
Corporaciones locales, y a las competencias del Estado en relacién con la orga-
nizacién y funcionamiento del Ministerio Fiscal. Por otra, se incluye la posibili-
dad de asignar medios y recursos a los Juzgados y Tribunales de Canarias por
parte de la Comunidad auténoma, y la obligacién de las Administraciones com-
petentes en razén de la materia de tener en cuenta el “coste de la insularidad” en
la organizacién y funcionamiento de dichos érganos judiciales.

El Titulo Segundo, relativo a las competencias de la Comunidad anténoma, es
objeto de una importante reestructuracién como consecuencia, por una parte, de
la incorporacién de aquellas competencias que por rebasar el marco delpartfculo
148 de la Constitucidn, hicieron necesaria en 1982, momento en que se aprobd
el Estatuto, una Ley orgdnica de transferencias complementarias a Canarias; vy,
por otra, porque en las circunstancias actuales resultaba politicamente factible
mejorar el acervo competencial de la Comunidad.

Conforme se establecia en la anterior ordenacién, las competencias de la
Comunidad canaria aparecian clasificadas como exclusivas (articulo 29), de desa-
rrollo legislativo y ejecucién (articulo 32), y meramente ejecutivas (articulo 33).
Este esquema se completaba con las competencias de desarrollo legislativo y eje-
cucién respecto del régimen de radiodifusion y televisién, aunque sélo “en los
términos y casos establecidos en la ley reguladora” de su estatuto juridico (ar-
ticulo 31) y, ademds y sobre todo, con la previsién de determinadas competen-
cias legislativas y de ejecucién, y de mera ejecucidn (articulo 34) que —por reba-
sar el marco constitucional correspondiente a las Comunidades accedidas al
autogobierno por el procedimiento ordinario y, en consecuencia, no poder ser
asumidas hasta transcurridos cinco afios— se las mencionaba en el Estatuto, con-
diciondndose su ejercicio a la eventualidad de una ley de las previstas en el arti-
culo 150, 1 y 2 de la Constitucién —como asi efectivamente sucedié con la apro-
bacién, junto con el Estatuto, de la Ley organica de transferencias complemen-
tarias antes mencionada- y sin perjuicio de la posible reforma estatutaria una vez
transcurrido al menos su primer quinquenio cfe vigencia, operacién que es la que
ahora se acaba de llevar a cabo. Una singularidad afiadida de este régimen com-
petencial era la atribucién estatutaria al Gobierno de Canarias, y no a la Comu-
nidad auténoma, de las competencias en materia de seguridad ciudadana y de
creacién de la policfa auténoma.
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Pues bien, este complejo sistema se ordena en adelante conforma a un esque-
ma que comprende: a) competencias exclusivas (articulo 30); b) competencias
exclusivas “de acuerdo con las bases y la ordenacién de la actividad econémica
general y la politica monetaria y crediticia estatal y en los términos de lo dis-
puesto en los articulos 131, 149.1,1* y 13* de la Constitucién” (articulo 31); c)
competencias de desarrollo legislativo y ejecucién (articulo 32), y d) competen-
cias de ejecucién (articulo 33). En su mayor parte, las competencias autonémi-
cas han experimentado ampliaciones, redefiniciones o meras reformulaciones
técnicas.

En sintesis, estas innovaciones son las siguientes: Primero las materias que
figuraban en los articulos 33 y 34 del Estatuto sobre las que la Comunidad
Canaria —en virtud de la Ley orginica 11/1982, de 10 de agosto, de transferencias
complementarias a Canarias— ostentaba la titularidad de todas las competen-
cias que la Constitucién permita asumir a las Comunidades auténomas, dejan de
necesitar ese complemento extraestatutario, quedando transformadas en compe-
tencias propiamente estatutarias. Segundo: se asumen una serie de competencias
previstas por la Ley orgidnica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de
competencias a las Comunidades auténomas que accedieron a la autonomia por
la via de articulo 143 de la Constitucién: a) competencias exclusivas sobre: publi-
cidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores especifi-
cos; instalaciones de produccién, distribucion y transporte de energfa, de acuer-
do con las bases del régimen minero y energético; servicio meteorolégico de
Canarias (articulo 30.25, 26 y 27, respectivamente), y b) competencias de ejecu-
cién sobre: pesas y medidas, y contraste de metales; planes estatales de reestruc-
turacidn de sectores econémicos; propiedad industrial e intelectual, y salvamen-
to maritimo (articulo 33.5, 6, 7, 8 y 9, respectivamente). Tercero: aparte de las
anteriores, se incluyen como nuevas las siguientes: a) competencias exclusivas en
materia de terminales de carga y centros de contratacién de transporte (articu-
lo 30.18); puertos, aeropuertos y helipuertos (articulo 30.22); procedimiento
administrativo derivado de las especialidades de la organizacién propia (articu-
lo 30.30); establecimiento de los criterios de distribucién y porcentajes de repar-
to de los recursos derivados del régimen econémico y fiscal de Canarias (articulo
30.32); b) competencias de desarrollo legislativo y ejecucién sobre: prensa, radio
y televisién y otros medios de comunicacién social, en el marco de las normas
bisicas que el Estado establezca de acuerdo con el niimero 27* del apartado 1 del
articulo 149 de la Constitucién (articulo 32.2); reserva al sector piblico auto-
némico de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio
(articulo 32.8); contratos y régimen juridico del dominio piblico y de las con-
cesiones administrativas, en el dmbito de competencias de la Comunidad
auténoma (32.11); ordenacién del crédito, banca y seguros, de acuerdo con la
ordenacién de la actividad econémica general y la politica monetaria, crediticia,
bancaria y de seguros del Estado (articulo 32.15); creacién de instituciones que
fomenten la plena ocupacién, la formacién profesional y el desarrollo econémi-
co y social (articulo 22.17); c) competencias de ejecucién respecto de: participa-
cién en la gestién del sector piblico estatal, en los casos y actividides que
procedan (articulo 33.12); puertos y aeropuertos con calificacion de interés gene-
ral, cuando el Estado no se reserve su gestion directa (articulo 33.13).
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También tiene interés mencionar la inclusién en el titulo relativo a las com-
petencias autonémicas de ciertas previsiones sobre facultades de participacién o
de solicitud relacionadas con la proyeccidn externa —eurocomunitaria e interna-
cional- de la Comunidad auténoma. Asi, nuestra Comunidad podri participar
en el seno de las delegaciones espafiolas ante 6rganos comunitarios europeos
cuando se traten temas de especifico interés para Canarias, de conformidad con
lo que al respecto establezca la legislacién del Estado (articulo 37.2); e, igual-
mente, podra solicitar del Gobierno de éste la celebracién de tratados o conve-
nios internacionales en materias de interés para Canarias y, en especial, “los deri-
vados de su situacién geogrifica como regién insular ultraperiférica, asi como los
que permitan estrechar lazos culturales con aquellos paises o territorios donde
existan comunidades de canarios o descendientes de canarios”. (articulo 37.3)
Por lo demds, se mantiene abierta la previsién nuevas competencias extraestatu-
tarias —anteriormente referida, como se ha dicho, a aquellas que por exceder tem-
poralmente del marco constitucional, precisaban de una ley marco o de transfe-
rencia o delegacién— que ahora se refiere con caricter general a las facultades de
legislacién y de ejecucién que por esta via pudiera transferirle o delegarle el
Estado (articulo 35).

Las modificaciones que se introducen en el régimen juridico de la
Comunidad, del que trata el Titulo Tercero, son escasas y de caricter técnico-
institucional. Ya se ha indicado la redefinicién del Consejo Consultivo que,
no obstante figurar en este titulo en la sistemitica del Estatuto, se ha incluido
en la referencia a las instituciones de autogobierno. La otra modificacién que
se realiza es la mencién que se hace, al tratar de la territorialidad de las com-
petencias autondmicas, de la definicién del territorio contenida en el articulo 2
(nuevo) acompaiiada de la cliusula “sin perjuicio de la competencia exclusiva
del Estado sobre las aguas de jurisdiccidn espafiola” que tiene por finalidad pre-
venir o soslayar no impensables confusiones de los perfiles territoriales auto-
némico y estatal.

En la ordenacion de la Economia y la Hacienda, objeto del Titulo Cuarto, se
incluyen modificaciones puramente técnicas —sustitucion de la referencia a los
Cabil}:ios por las Islas en relacidn con el patrimonio, los recursos y los presu-
puestos insulares—, ténico-institucionales —inclusién, como ya se indicé, de la
Audiencia de Cuentas entre las instituciones estatutaria de autogobierno—y pro-
piamente politicas. Dentro de estas Gltimas hay que sefialar: a) la renovada carac-
terizacién del régimen econdémico-fiscal del que goza Canarias mediante una
referencia a su caricter de “propio del acervo histérico y constitucionalmente
reconocido”, la expresa exclusién de la aplicabilidad en Canarias de los mono-

olios y, sobre todo, a inclusién de la referencia a los principios, normas, modu-
faciones y derogaciones que implica lo que se pretencﬁe que sea el “estatuto per-
manente” de Canarias considerada como regién ultraperiférica de la Unién
Europea; b) la inclusién de una cliusula relativa al programa de inversiones
publicas “distribuido entre el Estado y la Comunidad auténoma” que, en cada
ejercicio presupuestario y dentro del principio de solidaridad territorial habri
de ejecutarse (de manera que el compromiso que la Constitucién impone al
Estado de garantizar la efectiva realizacién del principio de solidaridad en su
proyeccién territorial con particular atencién “a las circunstancias del hecho
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insular” (articulo 138.1), adquiere con este precepto un elemento de rigidez al
“estatutorizarse” respecto de nuestra Comunidad el compromiso que, en base a
dicho precepto, ya Eabia asumido legislativamente el Estado al reformar los
aspectos econdmicos del REF (Ley 19/1994, de 6 de julio, antes citada); y c) el
nuevo apartado que se afiade sobre la competencia del Parlamento auténomo
para elaﬁorar “Los criterios de distribucién y porcentajes de reparto de los
recursos derivados del Régimen econémico fiscal de Canarias”, lo que supone la
explicitacién de una importante facultad parlamentaria.

También ha sido significativamente innovado el procedimiento reforma del
Estatuto, regulado en el Titulo Quinto, mediante la inclusién de una cliusula de
retorno al Parlamento auténomo —inspirada, evidentemente, en el modelo valen-
ciano— en los supuestos de modificacién sustancial por las Cortes Generales del
proyecto de reforma estatutaria que aquel hubiere tramitado o al que hubiere
prestado su anuencia. A ello se afiade la correccién, puramente técnica, consis-
tente en sustituir la referencia a los Cabildos por las Islas, en los casos en los que,
por tratarse de una reforma estatutaria de los poderes autonémicos que afecten
a las mismas, sea necesario consultar a los Cabildos insulares.

Las reformas realizadas en las disposiciones adicionales, todas ellas relativas a
cuestiones econémico-fiscales, se re{i]eren: a) a la excepci6n de la fase minorista
en los impuestos sobre ventas y sobre consumos especificos; b) a la previsién de
la posibilidad de atribuir a la Comunidad auténoma, ex art. 150 CE, facultades
relativas a los impuestos indirectos de especifica aplicacién en Canarias, deriva-
dos de su régimen econdmico-fiscal. Esta tltima posibilidad, sin embargo, incor-
pora una dificultad inexistente hasta ahora, hasta el punto de haberse asignado ya
a la Comunidad canaria facultades reglamentarias en relacién con determinados
tributos mediante la ley de reforma de los aspectos fiscales del REF; y ¢) la obli-

" gacién de tener en cuenta las singularidades del Archipiélago en las declaracio-
nes de interés general de obras instalaciones y servicios en Canarias. Ambos
aspectos tienen su explicacién en los problemas que afloraron con ocasién de las
negociaciones que condujeron a la aprobacién de las layes 20/1991, de 7 de junio
y 19/1994, de 6 de julio que, respectivamente, modificaron los aspectos fiscales y
econémicos del REF, en relacién con la conveniencia de dar pasos encaminados
a favorecer la operatividad del deber impuesto al Estado por el articulo 138.1 de
la Constitucién en relacién con la garantia de la realizacién efectiva del principio
de solidaridad interterritorial, con particular atencién a “las circunstancias del
hecho insular”,

Las disposiciones transitorias, aparte de la supresién por anacrénica de la pri-
merade ellljas, incluyen ahora una nueva disposicién primera en la que se regulan
las nuevas barreras electorales a las que se hizo referencia al ocuparnos del
Parlamento.

La actividad legislativa
Por su niimero y, sobre todo, por el limitado alcance material —si se exceptiia

la que aprueba los Presupuestos Generales de la Comunidad para 1967- puede
calificarse de discreta la produccién legislativa tramitada y concluida en 1996.
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Con la salvedad indicada, la mis importante de estas leyes es la que se refiere a
las delegaciones a los Cabildos insulares. De las cuatro restantes, tres tienen muy
limitado contenido legislativo, en tanto que la dltima de ellas evidencia un
amplio contenido programitico, cuya efectividad real es por el momento una
incégnita, habida cuenta del desajuste mis que previsible entre el coste de la rea-
lizacién de sus propésitos y las inevitablesciimitaciones presupuestarias.

Por tercera vez, el Parlamento auténomo se ve requerido a intervenir en el
dominio de las relaciones entre la Comunidad y los Cabildos. La ley de 1987
sobre las Administraciones publicas canarias, conocida como “Ley de Cabildos”
—ain cuando su contenido no se cefifa, entonces ni después, a estas
Corporaciones—, fue sustituida por la vigente Ley 14/1990, de 26 de julio, de
régimen juridico de las Administraciones piiblicas de Canarias. Ahora se trata
de incorporar a la misma ciertas modificaciones puntuales con el fin de allanar el
camino a la realizacién de programa descentralizador acordado desde octubre de
1992 por la Cimara autondmica. El legislador entiende que en la ley de la que
parte hay aspectos insuficientemente regulados que dan lugar a dudas y proble-
mas de aplicacién. Por ello modifica los articulos 45.2, 52, 53, 54 y, asimismo, la
disposicién adicional segunda de la mencionada Ley 14/1990.

Segiin esta ley, al regular la Comunidad auténoma aquellos sectores de acti-
vidad piblica sobre los que tiene estatutariamente la competencia legislativa,
debe atribuir a los Cabildos insulares la titularidad y el ejercicio de las compe-
tencias y funciones que de forma predominante satisfagan un interés insular. En
conexidn con ello, se disponia, asimismo, que si al tramitar un proyecto de ley o
informar sobre una proposicién de ley el Gobierno apreciare que los mismos
limitan las competencias ya transferidas por leyes anteriores a los Cabildos,
deberian dar previamente audiencia a éstos antes de su remisién al Parlamento.
Pues bien, a partir de ahora se refuerza este trimite de audiencia con esta triple

revisién: a) se intercala la obligatoriedad de este trimite de audiencia en la eﬁ)a-
Eoracién de todo proyecto o anteproyecto de ley que se refiera a competencias
objeto de transferencia o delegacién a los Cabildos; b) igual obligacién pesa
sobre el Gobierno en relacidn con las proposiciones de ley que deba informar si
aprecia que en las mismas se dan las circunstancias del apartado anterior; ademis
de ello, ) en los Decretos de delegacién de competencias a dichos Cabildos se
establecerd, asimismo, dicho trdmite de audiencia en la elaboracién de los planes
y programas que deba aprobar el Gobierno o sus departamentos, de darse, igual-
mente, las mencionadas circunstancias.

Hasta ahora, los proyectos de decretos de delegacién de competencias a los
Cabildos insulares debia ser acordados entre el Gobierno y estas Corporaciones.
Con la nueva regulacién (articulo 52), la aprobacién por el Gobierno ha de pro-
ducirse tras la intervencién de una Comisién paritaria integrada por los
Presidentes de los siete Cabildos y siete representantes del Gobierno auténomo

ue habrd de determinar las funciones que se incluyan en la delegacién, el méto-
30 para el célculo y determinacién de las unidades, medios personales, materia-
les y recursos de f’a Comunidad auténoma que se ponen a disposicién de los
Cabildos para su ejercicio. Ademds, la delegacién que se regula adquiere nuevos
perfiles que pueden rebasar los limites propios de esta figura jurigica, al dispo-
nerse que sobre las unidades administrativas que quedan afectadas funcional-
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mente a los Cabildos para el ejercicio de las competencias delegadas, puedan las
corporaciones insulares “ejercer por delegacién facultades de direccién, impul-
so, control e inspeccién ordinaria, y cualesquiera otras que por razén de una efi-
caz gestién deben quedar atribuidas” a los mismos.

La nueva disposicién contiene, asimismo, determinadas previsiones sobre el
contenido de las anexos que llevari cada Decreto asi como la posibilidad de anti-
cipar a los Cabildos respecto de los créditos para compra de bienes o servicios o
para gastos de capital que hayan de ponerse a disposicién de los mismos para la
ejecucion de las competencias delegadas.

Por otra parte, se establece una regulacién mis detallada (articulo 53.1) del
régimen del personal asignado a los Cabildos como consecuencia de una delega-
cién sobre la base de su dependencia funcional de la Corporacién insular y orga-
nica de la Comunidad auténoma, con delegacién a favor de los mismos de todas
las facultades, funciones y competencias en materia de personal, sin perjuicio de la
reserva a favor de ésta de las relativas a la seleccién, provision de puestos
de trabajo y separacién del servicio o despido. Afiadiéndose a las previsiones del
articulo 54 sogre las funciones de control de las competencias delegadas por
el Gobierno y las administracién autonémica entre las que figura la resolucién
de los recursos de alzada que se interpongan contra los actos de los Cabildos, un
recurso ordinario ante el Consejero del Gobierno competente en materia de per-
sonal respecto de las resoluciones y acuerdos adoptados por los mismos en mate-
ria de personal

Sobre los Colegios profesionales —aparte de otras intervenciones reglamen-
tarias de las que luego se da cuenta— se aprobaron dos leyes. La primera de ellas
~la Ley 1/1996, de 31 de mayo, de creacién del Colegio oficial de
Fisioterapeutas de Canarias— dota a esta profesién titulada de un Colegio oficial
del que deberin formar parte quienes ostenten la titulacién correspondiente a
estos Diplomados asi como los profesionales que tengan reconocida la especia-
lidad en fisioterapia de acuerdo con el Decreto de 26 de julio de 1957, de crea-
cién de dicha especialidad, y, asimismo, quienes estuviesen habilitados antes de
este Decreto para el ejercicio de la misma. Para ello resulta obligatoria la cole-
giacién, aunque queda a salvo lo dispuesto tanto en la legislacién bisica del
Estado, como en la disposicién adicional primera de la Ley autonémica
10/1990, de 26 de mayo, de Colegios profesionales en relacién con la libre pres-
tacién servicios por parte de aquellos profesionales de los Estados miembros de
las Comunidades Europeas —~de acuerdo con lo que dispongan las normas de la
misma que resulten apEcables—- y sin perjuicio ccile la obligacién de notificar su
actuacién al Colegio de fisioterapeutas mediante la aportacién de la documen-
tacién exigible segiin dichas normas y la que reglamentariamente pueda estable-
cer la Comunidad canaria. La Ley se dicta en base a la competencia legislativa y
de ejecucién que ostenta la Comunidad canaria en relacién con los Colegios
profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas (art. 34, A. 8 del Estatuto
de autonomia en relacién con la Ley 11/1982, de 10 de agosto de transferencias
complementarias a Canarias).

La Ley 2/1996, de 8 de julio, de creacién del Colegio Profesional de Diplo-
mados y Técnicos en Actividades Turisticas de Canarias persigue dotar a estos
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profesionales del amparo colegial que han venido reclamando. Para dar satisfac-
cién a esta demanda el legislac?or autondmico ha debido ponderar, ademis de la
demanda misma, otros factores de evidente incidencia en el tema, tales como
la participacién en la Comunidad Europea y la afluencia de trabajadores de otros
paises asi como la reciente consideracién universitaria de los estudios turisti-
cos y la apertura de las dos Universidades canarias a la incorporacién a sus
planes docentes de las ensefianzas conducentes a la obtencién de las correspon-
dientes titulaciones. La colegiacién que se contempla es sumamente abierta. Ast,
pueden colegiarse quienes posean el titulo de Diplomado en empresas y activi-
dades turisticas de conformidad con el Decreto 259/1996, de 16 de febrero, sobre
incorporacién a la Universidad de los estudios superiores de turismo y, asimis-
mo, quienes ostenten dicha titulacién de acuerdo con el Decreto 865/1980, de 14
de abril y disposiciones concordantes. También pueden hacerlo quienes estén en
posesion de la titulacién de técnicos de empresas turisticas de conformidad con
el Decreto 2.427/1963, de 7 de septiembre e, igualmente, los profesionales habi-
litados para ejercer exclusivamente la profesién de director cfe establecimientos
de empresas turisticas, con anterioridad a este tltimo Decreto. Por otra parte,
se tiene en cuenta las expectativas recientemente generadas para los estudios
turisticos en el marco de ]I;.S previsiones del titulo quinto de la Ley 7/1995, de 6
de abril, de ordenacién del turismo en Canarias, en relacién con quienes hayan
cursado los estudios de formacién técnico-profesional en los hoteles-escuelas y
obtenido el titulo académico de Diplomado otorgado por las Universidades de
Canarias. No se menciona la obligatoriedad de la colegiacién, a diferencia de lo
previsto para los fisioterapeutas. Pero, de todos modos, esa obligatoriedad viene
establecida ya por la citada Ley autonémica 10/1990, de Colegios profesionales,
en la que con caricter general (articulo 9.1) se establece esa obligatoriedad una
vez que se haya establecido el Colegio de la respectiva profesién.

La Ley 6/1996, de 30 de diciembre, por la que se modifica la Ley 7/1992, de
25 de noviembre de creacién del Instituto Canario de formacién y empleo, intro-
duce cambios que afectan a ciertos aspectos organizativos. Entre los mismos des-
tacan: a) la previsién de nuevos érganos unipersonales de creacién gubernativa
con posibilidad de desconcentrar en los mismos determinadas funciones, y 6rga-
nos colegiados de dmbito insular con funciones de propuesta en materia (L mer-
cado de trabajo, formacién profesional, seguimiento de actuaciones y otras de
caricter consultivo; b) redefinicién de la condicién y de las funciones del
Director y del Subdirector del Instituto; c) reestructuracién del Consejo de
administracién en su composicién y funcionamiento, destacando el aumento
de sus miembros y la presencia mayoritaria de los designados por el Gobierno
auténomo.

Junto a estas leyes de promocién gubernativa, la Ley 3/1996, de 11 de julio,
de participacién de las personas mayores y de la solidaridad entre generaciones,
tiene su origen en una iniciativa parlamentaria articulada a través de una propo-
sicién de ley del Grupo parlamentario socialista acogiendo una solicitud de la
Federacién de mayores de Canarias. Tras una cierta renuencia gubernativa ini-
cial, se toma finalmente en consideracién esa iniciativa con el voto uninime de
todos los grupos de la Cdmara. Se trata de una Ley que enuncia unos propésitos
con los que £ffcilmente puede estarse en desacuerdo especialmente en el marco
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de los compromiso sociales que comporta la forma estatal que enuncia y perfila
la vigente Constitucién. La ley se sefiala diez grandes objetivos que van desde
la sensibilizacién de la sociedad canaria respecto de la situacién de las personas
mayores, hasta la preocupacién por “eliminar las barreras fisicas, administrati-
vas y sociales que dificulten el ejercicio de sus derechos constitucionales”.
Congruentemente con esta amplitud de fines, se organiza todo un sistema que
comprende la promocién de la solidaridad entre generaciones (lo que, entre
otros aspectos conduce a la preocupacién por la promocién de su participacién
social, la creacién del Consejo canario de los mayores; su bienestar personal,
tanto en el campo de la salud como en el de la cultura y el ocio); fijacién de las
condiciones bisicas de los alojamiento y estancias; proteccion de sus derechos
mediante una actividad tutelar de la Administracién cuyas funciones inspectoras
y de control se ven, ademds complementadas con un especifico régimen sancio-
nador. Como bien puede verse y ya se ha apuntado, se trata de una ley de amplio
contenido programitico, cuya realizacién depende del desarrollo de politicas
sociales congruentes con la proteccién y la solidaridad a los que alude su deno-
minacién, con supeditacidn, evidentemente, a los recursos que para tales finali-
dades pudieran arbitrarse. '

En sintesis, la Ley 5/1996, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de
la Comunidad Auténoma para 1997, ofrece como principales las siguientes
caracteristicas. Desde la perspectiva de los ingresos, en ella se sefiala un significa-
tivo incremento de las aportaciones con cargo a los Presupuestos generales del
Estado para cofinanciar determinadas acciones tales como infraestructuras edu-
cativas, politicas activas de empleo, apoyo a los sectores agricola y pesquero,
carreteras, transporte urbano e interurbano y pequefias y medianas empresas;
por otro lado, en materia de ingresos tributarios se produce un cierto incremento
del impuesto general indirecto canario (IGIC) para compensar la reduccién del
arbitrio a la produccién e importacién de mercancias (APIC) que anualmente
viene produciéndose por causa de la dltima modificacién de status eurocomuni-
tario cfe Canarias. Desde la perspectiva de los gastos, crecen los gastos corrientes
por causa, principalmente, de la mejora que se persigue en el nivel de prestacién
de los servicios educativos y sanitarios, al tiempo que las operaciones de capital
experimentan una ligera reduccién por consecuencia de las limitaciones
al endeudamiento, lo que hace necesario acudir a férmulas de prefinanciacién
para atender a las necesidades de equipamientos e infraestructuras. Como orien-
taciones bdsicas del gasto la ley indica impulsar acciones encaminadas a valorar
los recursos humanos, asi como mejorar la provisién de servicios sociales bisi-
cos como sanidad, vivienda y educacién. Por otra parte, se prevé mejorar los
niveles de financiacién de los Ayuntamientos con la dotacién de un Fondo de
financiacién municipal que sustituye el Fondo de cooperacién municipal, incre-
mentando sustancialmente sus dotaciones. Se destaca como aspecto innovativo
la introduccién de f6rmulas de prefinanciacién para obras de infraestructuras
con la finalidad de mantener la continuidad del esfuerzo inversos que en este
campo se viene haciendo. Igualmente se apunta la significativa innovacién con-
sistente en la introduccién del mecanismo de las precios de referencia en las
especialidades farmacéuticas para frenar el ritmo de crecimiento de los gastos
de este tipo.
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Tampoco esta vez se ha librado el legislador autonémico de la “tentacién
normativizadora” —a la que tan frecuentemente acuden, en general, las leyes pre-
supuestarias— al incorporar a la ley que comentamos preceptos de dudosa ubi-
cacién en este tipo de leyes. Por citar un ejemplo menor, aunque institucional-
mente significativo, mencionaremos la intercomunicacién que se establece entre
ciertos cuerpos de funcionarios del Parlamento, el Consejo Consultivo, el
Diputado de Comiin y la Audiencia de Cuentas, que desautoriza la construc-
cién juridica de las “leyes institucionales” como instrumento complementario
de reserva de ciertas cuestiones atinentes a las instituciones de autogobierno a
unas leyes cuyo objeto especifico es la ordenacién de tales instituciones como
garantia, precisamente, de su status institucional.

La actividad reglamentaria del Gobierno

La Comunidad auténoma aprobd en 1996 cerca de trescientos Decretos, de
los que se recogen algo mis de medio centenar en las correspondientes fichas
normativas. Destacaremos los que se refieren a reglamentaciones de caricter
general mis relevantes, sin desentendernos de aquellos otros que aunque referi-
dos mds especificamente a determinados aspectos organizativos, también ofrece
interés a los fines de este Informe.

De los primeros, cabe mencionar los que se refieren a materias encuadradas
en las Consejerfas que se indican. En Educacidn: regulacién de las asociaciones
de madres y padres de alumnos y de sus federaciones y confederaciones en los
centros docentes no universitarios; definicién de los criterios de iniciacién, con-
tinuacién o suspensién de titulaciones, y definicién de la financiacién de la
Comunidad auténoma en materia de plantillas de profesorado universitario;
ordenacidn general de las ensefianzas de formacidn profesional especifica y defi-
nicién de los diferentes curricula correspondientes a una amplia variedad cK: titu-
lados de grado medio y superior; regulgtcién de la acreditacién para el ejercicio
de la direccién de Centros docentes publicos no universitarios; ordenacién de la
imparticién a distancia de ciertas ensefianzas de formacién profesional para adul-
tos. En Presidencia y Relaciones institucionales: creacién de determinados
Colegios profesionales (Consejo canario de Colegios de Médicos; Colegio oficial
de Estomatélogos y Odontélogos; Colegio de Fisioterapeutas). En Economia
Hacienda: mogificacién de la regulacién vigente de los avales a prestar por lJa}
Administracién auténomica fijando en la ley de Presupuestos su importe total

ara cada ejercicio, la cuantfa maxima de los avales individualizados y la posibi-
Fidad de avalar hasta un porcentaje determinado a las Universidades canarias;
regulacién de los pliegos tipo de cliusulas administrativas particulares para la
‘contratacién mediante subasta y concurso, por procedimiento abierto, de obras,
suministro, suministro de productos informiticos y consultoria y asistencia y
servicios para adecuar su reglamentacién a la nueva regulacién de las contrata-
cién de las Administraciones publicas; fijacién de médulos e indices correctores
del Régimen simplificado derimpuesto general indirecto canario (IGIC) para
.1997; normas soEre tratamiento automatizado de datos de caricter personal
obrantes en la Consejeria; normas sobre adecuacién de los convenios a celebrar
entre las Administraciones autonémica y estatal a las directrices presupuestarias
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y de control del gasto piiblico. En Politica territorial: regulacién del régimen
general de uso de pistas en los espacios naturales de Canarias; aprobacion del
Plan rector de uso y gestién del Parque rural de Anaga; establecimiento de un
reserva marina de interés pesquero en la Isla de El Hierro; regulacién de los per-
misos de uso y disfrute de las aulas de la naturaleza (instrumentos insularizados
de divulgacién, informacién y educacién conservacionista y medioambiental).
En Empfeo y Asuntos sociales: regulacién de los programas para el fomento y el
mantenimiento del empleo y de la economia social; regulacién de actuaciones del
Instituto canario de formacién y empleo para la capacitacién de personas sin
cualificacién o formacién profesional especifica, con financiacién del Fondo
social europeo. En Turismo y Transportes: varios reglamentos de desarrollo de la
Ley canaria de ordenacién del Turismo (regulacién ‘del Registro general de
empresas, actividades y establecimientos turisticos, regulacién de las hojas de
reclamaciones y el procedimiento de tramitacién de éstas; reglamentacién del
ejercicio de la potestad sancionatoria en materia turistica y de la inspeccién de
turismo, regulacién del Consejo canario de turismo y regulacién de las
Conferencias sectoriales de responsables turisticos); y en materia de transporte:
regulacién del otorgamiento, modificacién y extincién de las autorizaciones de
transporte terrestre y posterior modificacién de esta regulacién; regulacién de la
actividad y régimen de autorizacién de empresas de arrendamiento sin conduc-
tor de vehiculos de viajeros. En Sanidad y Consumo: desarrollo de la Ley
11/1994, de 26 de julio, cfe ordenacién sanitaria de Canarias en lo concerniente a
la representacién de las Administraciones, instituciones y organizaciones socia-
les en el Consejo Canario de la Salud. En Agricultura, Pesca y Alimentacion:
medidas de reestructuracién del sector platanero en el marco de las previsiones
comunitarias sobre la correspondiente Organizacién Comiin de Mercado; regu-
lacién de la produccién agricola ecolégica de acuerdo con las reglamentaciones
comunitarias; regulacién de las ayudas comunitarias a ciertos productos de la
pesca de determinadas especies. En Industria y Comercio: normas sobre las con-
diciones de acceso de la energfa producida por generadores eélicos a las redes de
suministro eléctrico; creacion en la Consejeria de un registro de instalaciones
de produccién eléctrica en régimen especial.

De los reglamentos organizativos, se debe mencionar dos ordenes de la
Consejeria de Presidencia y Relaciones institucionales relativas, respectivamente,
a la regulacién de la organizacién y funcionamiento de las oficinas representati-
vas defGobierno de Canarias en el exterior y al establecimiento y regulacién de
la oficina ante la Unién Europea en Bruselas; también la creacién de un grupo
integrado por técnicos de diferentes Consejerias para la elaboracién de un docu-
mento sobre el denominado “estatuto permanente” de Canarias en dicha Unién.
En Obras pitblicas, Vivienda y Agua: creacién de una Viceconsejeria de infraes-
tructuras con funciones coordinadoras en relacién con las directrices generales
del Gobierno auténomo sobre carreteras, puertos, viviendas y agua, asi como
sobre calidad y tecnologia de las obras piblicas y de la edificacién; creacién de
dos Comisionados, con rango de Director General, con autoridad dimanante del
Presidente del Gobierno, orientadas especificamente a coordinar las actuaciones
relacionadas con la elaboracién del Plan Director de Infraestructuras, terminan-
do su existencia con la aprobacién de éste. De la Consejeria de Empleo y Asuntos
Sociales: creacién y regulacién del Instituto canario de la Juventud. En
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Educacién: creacién del Instituto canario de Ciencia Marinas (que absorbe un
organismo perteneciente hasta ahora al Cabildo de Gran Canaria).

En relacién también en este aspecto organizativo, se asigna, a diferentes
Consejerias las funciones y servicios traspasados a la Comunigad auténoma en
materia de: medios materiales y econémicos y funciones y servicios en
Administracién de justicia, asistencia sanitaria encomendada al Instituto social
de la Marina, proteccién de la mujer, determinadas instalaciones radiactivas,
ensefianzas niutico-deportivas y subacudtico-deportivas, funciones y servicios,
medios personales y créditos concernientes a funciones de ejecucién de la legis-
lacién sobre productos farmacéuticos y determinados medios personales y cré-
ditos en materia de educacién.

Indiquemos, por tltimo, que la politica de descentralizacién en favor de la
Cabildos esta presente en la modificacién del reglamento orginico de la Con-
sejeria de Obras priblicas, Vivienda y Agua, a la vista del proceso de transferen-
cias a dichas Corporaciones insulares

Conflictividad constitucional

En este afio el Gobierno de Canarias interpuso dos recursos de inconstitu-
cionalidad. Por providencia de 16 de abril (BOE del dia 26) se admitié a trimi-
te el recurso contra el articulo 34 del Real Decreto Ley 12/1995, de 28 de
diciembre, sobre medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y finan-
ciera por supuesta vulneracién de la disposicion adicional tercera de la
Constitucién, el articulo 45 (actual 46) del Estatuto de autonomia y la disposi-
cién adicional cuarta de la Ley orgénica 8/1980, de 22 de diciembre, de finan-
ciacién de las Comunidades auténomas. Igualmente, mediante providencia de
26 de noviembre de 1996 (BOE del 14 de diciembre) se admitié a trimite
el recurso de inconstitucionalidad contra el articulo 8, apartados 1, 3, a) y 4 del
Real Decreto Ley 12/1996, de 26 de julio, por el que se conceden créditos extra-
ordinarios destinados a atender obligaciones de ejercicios anteriores y regulari-
zar anticipos de fondos y por el que se adoptan medidas tributarias urgentes,
por supuesta vulneracidn del articulo 45.4 (46.4 actual) del Estatuto en relacién
con el articulo 28 de la Ley orgdnica del Tribunal Constitucional. En ambos
casos, ademds, se cuestiona ﬁ. procedencia del Decreto Ley, en virtud de lo pre-
visto en el articulo 86.1 de la Constitucién en relacién con los articulos 31.3, 133
y 134 de la misma.

Cooperacién con las Corporaciones locales

La preocupacién por esta cooperacidn se manifiesta en diferentes planos. En
primer lugar, en la reforma estatutaria ya analizada en la que es evidente el inte-
rés por intensificar esta cooperacién, entendida en sentido lato, de modo que la
misma no se limita a contar con los Cabildos en el ejercicio de las competencias
autonémicas sino que también se prevé en el Estatuto reformado la proyeccién
a los municipios ge la voluntad descentralizadora autonémica. Asimismo, la
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modificacién puntual de la “Ley de cabildos” ya resefiada, realizada antes atin de
aprobarse la reforma del Estatuto -lo que sin duda exigira una reforma mis com-

feta de la misma- es, igualmente, un(Luen exponente de la persistencia de pro-

lemas no resueltos en este campo, a pesar de la importancia que, recurrente-
mente, se atribuye a la resolucidn parlamentaria de 29 de octubre de 1992 sobre
la descentralizacién territorial autonémica, de la que los contendientes politicos
hacen con frecuencia arma arrojadiza, ponderando, ora los retrasos, ora las difi-
cultades habidas.

En los dltimos afios se ha venido llevando a cabo un plan de saneamiento de
las haciendas municipales con una importante aportacién econémica de la
Comunidad auténoma. La Ley 3/1994, de saneamiento y mejora de las hacien-
das locales, se propuso, en efecto, equilibrar dichas haciendas en el cuatrienio
1993-96. Sin embargo, con independencia de sus evidentes resultados, el Fondo
afectado a esta cooperacidn, unos siete mil quinientos millones de pesetas anua-
les, se ha considerado manifiestamente insu?iciente por la Federacién Canaria de”
Municipios (FECAM), lo que ha dado lugar a diversas negociaciones tendentes
a aumentar su cuantia y a c?bjetivar los criterios para su reparto. En este sentido,
el Gobierno se propone presentar un proyecto de ley regulando unos planes cua-
trienales y un Fondo de coordinacién y cooperacién municipal. Por su parte,
la oposicién insiste en distinguir el Fondo de cooperacién local, basado en el
articulo 142 de la Constitucion —desarrollado ya por el Estado y pendiente atin
de serlo por la Comunidad auténoma- y lo dispuesto en el articulo 20 de la Ley
10/1990, de las Administraciones publicas de Canarias, sobre la coordinacién
por la Comunidad auténoma de las politicas fiscales, financieras, presupuestarias
y de endeudamiento de los Cabildos insulares y de los Ayuntamientos mediante
un Plan cuatrienal que deberd ser aprobado por el Parlamento auténomo y al que
estarin vinculadasclas politicas de fomento, transferencia y subvencién del Go-
bierno auténomo. Por acuerdo parlamentario, se insté el pasado afio al Gobierno
la remisién a la Cdmara un proyecto de ley de cooperacién local, con inclusién
un fondo de cooperacién de caricter permanente, previa audiencia de la
Comisién de Administracién territorial y de los 6rganos representativos de las
corporaciones locales. El retraso en el cumplimiento de este mandato ha dado
lugar a un debate en el que la oposicién reiteré su necesidad, al tiempo que desde
el Gobierno —recién constituido como Gobierno de coalicién— se informaba
sobre la linea de trabajo que se venia desarrollando al respecto. Por otra parte, en
las esferas gubernativas se han venido llevando a cabo diversas negociaciones con
los responsables de la mencionada FECAM, esperindose que a principios de
1997 pueda alcanzarse un acuerdo sobre los criterios de reparto y otros aspectos
de una cooperacién a la que se afectan unos fondos que para el préximo ejerci-
cio alcanzan un montante de diecisiete mil quinientos millones cﬁ: pesetas.

En materia de transferencias a los Cabildos insulares se ha producido un evi-
dente retraso. En julio de 1994 —ver Informe 1994, pigina 191- se aprobaron
diez Decretos de transferencias, aunque, en 1996, permanecen ain sin ejecutar
ocho de ellos. Las causas de este retraso son seguramente miiltiples. Pero, en
cualquier caso, parece evidente que ha faltado un clima propicio, aunque, en el
momento en que redactamos este informe, hay indicios que permiten augurar
que en 1997 se darin pasos importantes en esta direccién al haberse acordado en



168 111. LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

reciente reunién de la Federacién de Cabildos insulares (FECAI) activar las
negociaciones con el Gobierno auténomo respecto de las transferencias y dele-
gaciones conforme a un orden de prioridades que comprende: politica territo-
rial, obras publicas, accién social, turismo y transporte, agricultura, cultura y
deporte, e industria.

Actividad parlamentaria no legislativa

La Cdmara autonémica celebr6 catorce sesiones plenarias. Dos de estas sesio-
nes fueron extraordinarias por tener lugar fuera derperfodo ordinario de sesio-
nes. Las funciones de control, fiscalizacién e impulso del Gobierno quedan refle-
jadas en los datos numéricos de los que se da cuenta en la ficha institucional
correspondiente.

De especial significacién han de calificarse los informes y audiencias que, por
exigencias de la garantia constitucional-estatutaria que protege el régimen eco-
némico-fiscal de Canarias, han de solicitar preceptivamente las Cortes Generales
al Parlamento aut6nomo, requiriéndose una cualificada mayoria de éste para que
el informe pueda ser tenido por favorable (articulo 46.3 del Estatuto). Asi, la
Cimara autonémica hubo de informar el Proyecto de Real Decreto Ley de
reforma parcial de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificacién del régimen
econémico-fiscal de Canarias. La modificacién afecta a los articulos 25 a 31; 40
y 44, relativos a los siguientes aspectos, materias o cuestiones: incentivos a la
inversién, régimen especial de las empresas productoras de bienes corporales,
reserva para inversiones en Canarias, creacién de la zona especial canaria, dmbi-
to subjetivo y objetivo de aplicacién, entidades acogidas alprégimen de la zona
especial, y tratamiento en el impuesto sobre Sociedades y en el impuesto sobre
la Renta de las personas fisicas. La complejidad y relevancia de los temas fueron
convenientemente abordados en una propuesta de informe, suscrita por todos
los grupos de la Cdmara, que obtuvo 48 votos a favor y, con ello, el amplio res-
paldo parlamentario —al menos, cuarenta votos a favor- exigido por el Estatuto
para que este tipo de pronunciamiento pueda ser calificado de favorable. De
nuevo hubo de pronunciarse la Cimara sobre asuntos de esta naturaleza, al ser
preceptivo, respectivamente, su in{orme o su andiencia en relacién con dos pro-
yectos de ley en tramitacién ante las Cortes Generales. Sobre el primero de ellos
—Proyecto de Ley de medidas fiscales, administrativas y de orden social-, era
preciso expresar el informe favorable del Parlamento canario en relacién con los
articulos 48 a 51, por “modificar” el régimen econémoico-fiscal de Canarias, lo
que activaba la garantia del articulo 46.3 del Estatuto de autonomfa; la votacién
correspondiente arrojé la mayoria requerida, al votar a favor del conjunto de las
reformas 53 diputados. Tras su paso por el Senado, y a peticién de dos senado-
res, el proyecto fue de nuevo someticfo a informe de la Cimara autonémica. La
segundi iniciativa legislativa estatal se concretaba en el Proyecto de ley orginica
de modificacién parcial de la Ley orgénica 8/1980, de 22 de septiembre, de %inan-
ciacién de las Comunidades auténomas; en este caso, el trimite requerido era el
de “audiencia”, por tratarse de una norma cuyo objetivo no era exactamente
modificar dicho régimen, aunque podia “afectar” al mismo. La propuesta de
parecer de la Cdmara fue asimismo aprobada por 53 votos a favor.
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A lo largo del afio tuvieron lugar dos debates de politica general. El primero de
ellos, en la segunda quincena de mayo, es consecuencia de la comparecencia del
Gobierno, a peticién propia y a instancia del grupo parlamentario socialista,
“para informar sobre l}; remodelacién del Gobierno como consecuencia de los
acuerdos suscritos entre Coalicién Canaria y el Partido popular, y las repercu-
siones para la Comunidad auténoma del pacto estatal entre ambas formaciones
politicas”. El segundo, a mediados de octubre, motivado por la celebracién del
“debate general sobre el estado de 1a Regién” de caricter anual por prescripcién
del Reglamento de la Cdmara (articulo 165), exceptuindose el afio en que hubie-
se tenido lugar el debate de investidura de un candidato a la Presidencia del
Gobierno. Ambos debates son muy ilustrativos de los derroteros por lo que se
orienta la politica autonémica en el escenario de la propia Comunidad y de sus
proyecciones hacia los escenarios estatal y europeo, con los que cada vez son mis
intensas y condicionantes sus interrelaciones.

Entre los informes de proveniencia no gubernativa de los que tuvo conoci-
miento lo Cimara, figura, ademis del Informe ordinario sobre su gestién en el
afio anterior, un Informe extraordinario del Diputado del Comin sobre la situa-
cién del menor en Canarias que suscité amplia atencién, dentro y fuera de la
Cémara. No es ajena al mismo la Ley del menor tramitada ante la misma y apro-
bada en los primeros dias de 1997

En materia de designaciones de la competencia del Parlamento anotaremos
la designacién de los c%os senadores que corresponde designar a la Comunidad
auténoma. También la designacién al Diputado del Comiin cuya renovacién
procedia tras el cumplimiento del correspondiente mandato quinquenal.

Por dltimo, debe consignarse que, a solicitud del Gobierno auténomo, la
Mesa del Parlamento ha admitido recientemente a trimite una proposicién de ley
relativa a la gestién de la television autonémica, a efectos de su tramitacién ante
las Cortes Generales.

Actividad gubernativa no reglamentaria

En su declaracién programitica —compartida por el Partido Popular que le
prestaba su apoyo— el Gobierno surgido de las elecciones autonémicas de mayo
de 1995 se haEia fijado como objetivos principales ~ademds de «afirmarnos como
nacionalidad y dotarnos de instrumentos originales y adecuados para el desarro-
llo econémico y social»~ culminar la reforma del Estatuto de Autonomia; com-
pletar el desarrollo del REF; conseguir un “estatuto permanente” para Canarias
en la Unién Europea; poner en marcha un Plan Integral de Empleo, y, finalmen-
te, lograr acuerdos con el Estado que permitan la correcta financiacién de la
Comunidad Auténoma y acelerar las inversiones en infraestructuras.

Pues bien, al finalizar 1996, se ha logrado el primero de estos objetivos con
la reforma estatutaria. También se han dado pasos importantes en la modifica-
cién del REF y de la Zona Espacial Canaria. Sin emEargo, hay que constatar
que, pese a ello, subsiste un importante grado de incertidumbre por las obje-
ciones que la excepcionalidad de ambos en el contexto de la Unién Europea
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suscita a las autoridades de Bruselas. Desde el Gobierno auténomo se hacen al
respecto gestiones orientadas en una doble direccién. De cara al Gobierno del
Estado, se trata de conseguir que éste haga suyos ambos objetivos, conside-
rindolos como “cuestién de Estado” a los efectos de su defensa ante las institu-
ciones europeas. Al propio tiempo, se insiste en la congruencia de esas recla-
maciones con las circunstancias que tradicionalmente han determinado la
especificidad canaria en el marco del Estado y sobre la necesidad de mantenerlas
como el mejor apoyo al desarrollo de las islas en las condiciones adversas que en
el contexto europeo suponen sus condicionantes geoeconémicos permanentes.
Con idéntico propésito, se insiste ante los foros europeos —por ejemplo, en
la Conferencia intergubernamental de marzo pasado en Turin- en la necesidad
de incluir en las reformas del Tratado de la Unién la mencién de la singulari-
dad de las regiones ultraperiféricas como base juridica primaria de lo que se viene
denominando en “estatuto permanente” de Canarias en dicha Unién. Al respec-
to, se negocia una postura comin con los Gobiernos de Portugal y de Francia,
igualmente interesados en este tema.

Sobre los restantes objetivos, se han abierto buenas expectativas para el logro
de los mismos a causa de los acuerdos entre Coalicién Canaria y el Partido
Popular para la formacién del Gobierno nacional. Aunque subsisten problemas
que han impedido que al finalizar el afio se pudiera dar por concluidas sus
correspondientes negociaciones.

Para una informacién pormenorizada de las actuaciones del Gobierno en sus
diferentes dreas de responsabilidades, remitimos a los nimeros 24 y 25 del Diario
de Sesiones del Parlamento de Canarias —correspondientes a les sesiones de
los dfas 16 y 17 de octubre de 1996-. Alli se puede encontrar una amplia y deta-
llada exposicién de la politica autonémica desde la constitucién del actual
Gobierno, en julio de 1995, y desde su remodelacién por ingreso en el mismo
del PP en mayo de 1996. Su lectura permite comparar la perspectiva guberna-
mental con la visién critica que desde la oposicién se hace de la misma.
Detenernos en su examen requeriria disponer de un espacio del que aqui, evi-
dentemente, carecemos.

La vida politica autonémica

Por sus connotaciones institucionales, merece referirse, muy brevemente, a
ciertos acontecimientos que, en diferentes momentos del afio referenciado, cons-
tituyen un buen test sobre la solidez que va cobrando el edificio institucional
autonémico. Nos referimos principalmente al denominado problema de la
“doble autonomia” y —en otra perspectiva o escala, evidentemente~- el liderazgo
en coalicién Canaria. De muy distinto caricter es el problema suscitado por la
modificacién estatutaria de las barreras electorales. Finalmente, aunque rayando
casi en lo anecdético, mencionaremos la minipolémica suscitada por la reunién
en Canarias del Gobierno del Estado

El problema de la denominada “doble autonomia” hace alusién a ciertos
planteamientos que, de manera intermitente y con una frecuencia cada vez mis
espaciada, tienden a poner en cuestién la unidad de la Comunidad auténoma en
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defensa de un cierto insularismo instrumentado desde una u otra de las Islas
capitalinas, de modo que, atin partiendo de esta particular base insular, no ocul-
tan sus proyecciones iegeménicas sobre las restantes islas de la respectiva pro-
vincia. Por eso, mis que de un objetivo insularizante orientado hacia una atomi-
zacién la Comunidad auténoma en sus siete espacios insulares, se trataria mis
bien de convertir cada provincia en una Comunidad auténoma. No es que se
avancen propuestas acaEadas de una reestructuracién de este tipo; pero si que
se exhibe su fantasma como expresién de lo que se postula ante el supuesto
malestar que, en determinados momentos, se imputa a esta 0 a la otra politica
autonémica. En su reedicién correspondiente a 1996, nos parece percibir estas
notas fundamentales: a) su intensidad acentuada en la ciudad de Las Palmas y,
como reflejo suyo, en la Isla de Gran Canaria; b) un eco muy desigual en la pren-
sa diaria de una y otra capital: muy intenso en Las Palmas; muy escaso en
Tenerife, con muestras claras, incluso, de una amplia indiferencia; c) la indife-
rencia también en las Islas periféricas o no centrales; d) su conexién, por lo
menos temporal, con la inminencia de determinaciones politicas concernientes a
programas de infraestructuras o, mis genéricamente, de asignacién de recursos
publicos autonémicos o de mediacién autondmica (estatales o europeos); €) su
desactivacién, muy acusada, una vez que la ocasién que, seguramente, la motiva
deja de ser propicia, al haberse adoptado la decisién politica sobre la que se ha
pretendido influir. Un eco de este tema es perceptibre en la remisién al Parla-
mento de un Proyecto de Ley de sedes que recientemente ha tenido entrada en
el mismo con el que se pretende asegurar el equilibrio politico-administrativo de
la capitalidad compartida que prevé el Estatuto. '

El cuestionamiento del liderazgo del Presidente de la Comunidad y del
Gobierno auténomo ~breve episodio, ripidamente solventado por los érganos
de direccién de Coalicién Canaria— tiene mucho que ver con los factores que
obstan o por lo menos retardan la constitucién de dicha Coalicién en Partido
politico, los potenciales conflictos de liderazgo que la misma alberga en su seno,
y las consecuencias dispersantes que para ese ligerazgo derivan de la pluralidad
de escenarios ~Madrid y Bruselas, ademds de Canarias~ en los que hoy se juegan
fundamentales aspectos de la politica de la Comunidad auténoma.

De bien distinta naturaleza es la disidencia surgida a propésito de la eleva-
cién de las barreras electorales que impiden que las listas de partido o coalicién
que no las superen puedan participar en la asignacién de escafios en las eleccio-
nes autondmicas. Hasta ahora estas barreras eran de un tres por ciento de los
votos vilidamente emitidos en la regién o de un veinte por ciento en la respec-
tiva circunscripcién electoral. La Propuesta de reforma del Estatuto aprobada
por el Parlamento auténomo en diciembre de 1994 —con sélo los votos de
Coalicién Canaria— eleva dichas barreras al cinco y el veinticinco por ciento,
respectivamente. Con planteamientos distintos, ni el Partido Popular ni el
Partido Socialista comparten la propuesta de dicha Coalicién, aunque por moti-
vos opuestos: el primero por estimarlas insuficientes, propugnado su elevacién
al seis y el treinta por ciento, respectivamente; el segundo por no ver incluida su

ropuesta, reiterada una vez mds, de complementar las circunscripciones insu-
{)ares con una lista regional tnica por la que se eligiese, cuando menos, diez
diputados, elevando la composicién actual del Parlamento hasta el tope miximo
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previsto por el Estatuto. En la reforma finalmente aprobada —con el apoyo
explicito de PP y CC- se preceptiia que sélo serdn tenicfas en cuenta las listas de
partido o coalici6n que hubieren obtenido el mayor niimero de votos en su res-
ectiva circunscripcién electoral y, ademis, las que hubiesen obtenido al menos
fos porcentajes dltimamente indicados. Esta solucién puede suscitar problemas
de muy dificil encaje desde una racionalidad democritica. Asi, por ejemplo,
pudiera darse la hipatesis de una lista de un partido insular que ha{)iendo obte-
nido el 29,9 % de los votos vilidamente emitidos en la dnica circunscripcién
en la que concurria, pueda verse excluida de la asignacién de escafios en tanto
ue la primera y la tercera de las listas concurrentes en la misma con un 30 %
ge los votos una, y un 25 % la otra, puedan ambas obtener escafios si hubieren
superado en 6 % de los votos vilidos a nivel regional. La nueva solucién ha sido
combatida no sélo por el PSC-PSOE, sino también desde sendas Plataformas
ciudadanas que actuaron en Tenerife y en Gran Canaria como grupos de opi-
nién en la ﬁ(ltima fase de tramitacién de la propuesta de reforma. También en
esta fase se opusieron las partidos de implantacién insular no integrados en
Coalicién Canaria y la Agrupacién Herrefia Independiente, integrado en la
misma, pero que, a causa precisamente de la aprobacién de tal reforma, la
ha abancfonado, pasando su tnico diputado al Grupo mixto de la Cdmara. Se ha
barajado por estas fuerzas la posibifidad de acudir al Tribunal Constitucional
para hacer valer la hipotética inconstitucionalidad del correspondiente precep-
to estatutario. Sin embargo, a ello pueden obstar diversas consideraciones: de
una parte, la dificultad politica de plantear un recurso de inconstitucionalidad
ue, en este caso, s6lo podria hacerlo el PSOE. De otra, la conocida renuencia
el Tribunal Constitucional a considerar, cuando lo considera inevitable, la
constitucionalidad de las normas estatutaria, recordindose al efecto, entre
otros, los casos de los Estatutos de Navarra respecto de la investidura automi-
tica como Presidente del Gobierno del candidato de la lista més votada, y el caso
de condado de Trivifio en relacién con el de Castilla-Leén.

El dltimo de los supuestos indicados se refiere a las tensiones que, durante
breves dias generé en el dmbito de la Coalicién Canaria la celebracién por el
Gobierno del Estados de un Consejo en Las Palmas, en cumplimiento de un
compromiso electoral del Partido Popular. Ello fue ocasién para la expresién de
determinadas reticencias del Gobierno auténomo por su celebracién. Al final
todo qued$ en una tormenta en un vaso de agua. Pero, al propio tiempo, evi-
dencié las dificultades de las argumentaciones nacionalistas en un contexto de
compromisos miltiples: con el partido que cogobierna en Canarias y gobierna
en el Estado con el apoyo, entre otros, de Coalicién Canaria.
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Composicién del Parlamento por Grupos Parlamentarios

Total Diputados: 60
Composicién a 1-1-1996:

Coalicién Canaria (CC): 22 [Al finalizar el afio, este Grupo se reduce a 20
por f)ase al Grupo mixto de 1 diputado de CC y otro de AHI, integrado
en el mismo }.

Popular (PP): 18
Socialista Canario (PSC-PSOE): 16
Plataforma nacionalista Canaria (PNC): 4

Por disensiones entre sus miembros, este grupo se convierte en Grupo mixto
a partir del comienzo del segundo periodo dge sesiones. En la actualidad cuenta
con 6 miembros al haberse integrado en él los diputados de CC: Felipe Perdomo
'Iiorres, diputado por Lanzarote, y Juan Padrén Morales, de AHI, dIi)putado por
el Hierro.

Estructura del Gobierno
A 1-1-1996:

Presidente: Manuel Hermoso Rojas (CC)

Nimero de Consejerias: 10
Presidencia y Relaciones Institucionales: Antonio Castro Cordobez
Agricultura, Pesca y Alimentacion: Alonso Arroyo Hogdson.
Economia y Hacienda: José Carlos Francisco Dfaz.
Educacién, Cultura y Deportes: José Mendoza Cabrera.
Industria y Comercio: José Manuel Fiestas Coll.
Obras Piblicas, Vivienda y Agua: Luis Suarez Trenor
Politica Territorial: Antonio Gonzilez Vieitez.
Empleo y Asuntos Sociales: Victor Diaz Dominguez.
Turismo y Transporte: Lorenzo Olarte Cullen.
Sanidad y Consumo: Julio Bonis Alvarez.
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Desde mayo de 1996:

Presidente: Manuel Hermoso Rojas (CC).

Nimero de Consejerias: 10
Presidencia y Relaciones Institucionales: Ignacio Gonzilez Santiago (PP).
Agricultura, Pesca y Alimentacién: Eduardo Jordin Martinén (PP).
Economia y Hacienda: José Carlos Francisco Diaz (CC).
Educacion, cultura y Deportes: José Mendoza Cabrera (CC).
Industria y Comercio: Francisco de la Barreda Pérez (PP).
Obras Phiblicas, Vivienda y Agna: Antonio Castro Cordobez (CC)
Politica territorial: M* Eugenia Mirquez Rodriguez (PP).
Empleo y Asuntos Sociales: Victor Diaz Dominguez (CC).
Turismo y Transporte: Lorenzo Olarte Cullen (CC).
Sanidad y Consumo: Julio Bonis Alvarez (CC).

Tipo de Gobierno
Hasta mayo de 1996:

Tipo de Gobierno por apoyo parlamentario: minoritario, con el apoyo exter-
no deTPP. El carcter monocolor de este Gobierno es relativo, pues gobierna una
coalicién que en ciertos aspectos funciona como un partido, aunque, en ocasio-
nes se exterioriza aquella condicién.

Partidos y niimero de Diputados que lo apoyan: CC (22 diputados), con el
apoyo externo del PP (18 diputados). A

Desde mayo de 1996:
Tipo de Gobierno por apoyo parlamentario: Mayoritario.

Partidos y nimero de diputados que lo apoyan: Coalicién Canaria (22 dipu-
tados) y Partido Popular (18 diputados).

Composicién del Gobierno: Gobierno de coalicién.

Consejerias: CC: Presidente y 6 Consejerias; PP: 4 Consejerias (aunque
ostenta también la Presidencia del Parlamento).

Cambios en el Gobierno

El ya resefiado como consecuencia de la formacién de un Gobierno de coa-
licién, tras la entrada en el mismo del PP.

Investidura, mocién de censura y cuestién de confianza

No se han producido.
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Mociones de reprobacién

Ninguna.

Debates y resoluciones parlamentarias aprobadas

Interpelaciones tramitadas: 17

Mociones aprobadas: 4

Comparecencias del Gobierno: 39

Proposiciones de ley tomadas en consideracién: 3

Comisiones de investigacién solicitadas: 1 (peticién rechazada).

Reformas del Reglamento parlamentario

Ninguna.

Normas interpretativas y supletorias del Reglamento
Ninguna.

Instituciones similares a Consejo Consultivo, Tribunal de Cuentas y
Defensor del Pueblo

Diputado del Comiin: Eleccién del Diputado por finalizacién del mandato.



